
CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL 200/2022 
ACTOR: COMISIÓN DE DERECHOS 
HUMANOS DEL ESTADO DE PUEBLA 
SUBSECRETARÍA GENERAL DE ACUERDOS 
SECCIÓN DE TRÁMITE DE CONTROVERSIAS 
CONSTITUCIONALES Y DE ACCIONES DE 
INCONSTITUCIONALIDAD 

 
En la Ciudad de México, a veintisiete de octubre de dos mil veintidós, se da cuenta al Ministro 
Javier Laynez Potisek, instructor en el presente asunto, con el expediente de la controversia 
constitucional citada al rubro, turnada conforme al auto de radicación de diez de octubre del 
año en curso. Conste. 

Ciudad de México, a veintisiete de octubre de dos mil veintidós. 

Vistos el escrito y anexos de José Félix Cerezo Vélez y Jorge Arroyo Martínez, 
quienes se ostentan respectivamente como Presidente y Director de Seguimiento de 
Recomendaciones, Conciliaciones y Asuntos Jurídicos, ambos de la Comisión de 
Derechos Humanos del Estado de Puebla, mediante los cuales promueve controversia 
constitucional contra la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, en la que 
impugnan lo siguiente: 

“IV. La norma general, acto u omisión cuya invalidez se demanda; así como, en 
su caso, el medio oficial en que se hubieran publicado. 
Los actos cuya invalidez se demandan, los constituyen las actuaciones del 
expediente de queja CNDH/5/2021/5017/Q y la recomendación 161/2022 de la 
Comisión Nacional de los Derechos Humanos de fecha 29 de agosto de 2022, 
sobre el caso de violaciones a los derechos humanos a la libertad de expresión y 
reunión pacífica, en relación con la protesta social, así como a la seguridad jurídica, 
legalidad, libertad e integridad personal por la detención y retención ilegal, así como 
tratos crueles e inhumanos derivada del uso excesivo de la fuerza, en agravio de 
estudiantes normalistas durante la manifestación del 1 de junio de 2021, en casa 
aguayo, sede del Gobierno del Estado de Puebla. 
Dicha recomendación fue publicada mediante el comunicado de prensa 256/2022 
de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, de fecha 07 de septiembre de 
2022; fecha en la que esta Comisión de Derechos Humanos del Estado de 
Puebla tuvo conocimiento del expediente de queja CNDH/5/2021/5017/Q y la 
recomendación 161/2022 de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, 
mismo que puede ser consultado en la página de internet de la CNDH en la dirección 
electrónica: http://www.cndh.org.mx/sites/default/files/documentos/2022-09/COM_ 
2022_256.pdf mismo que se agrega al presente como ANEXO TRES. 
De igual forma, la recomendación 161/2022, de fecha 29 de agosto de 2022, fue 
publicada en la página de internet de la Comisión Nacional de los Derechos 
Humanos, en la dirección electrónica: 
https://www.cndh.org.mx/sites/default/files/documentos/2022-08/REC 2022 161.pdf 
mismo que se agrega al presente como ANEXO CUATRO.”. 

Al respecto, con fundamento en los artículos 10, fracción I y 11, párrafo primero, de 
la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos1, se tiene como comparecientes a los promoventes 
mencionados con anterioridad con la personalidad que ostentan2. 

 
1 Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos 
Artículo 10. Tendrán el carácter de parte en las controversias constitucionales:   
I. Como actor, la entidad, poder u órgano que promueva la controversia; (…).   
Artículo 11. El actor, el demandado y, en su caso, el tercero interesado deberán comparecer a juicio por conducto de 
los funcionarios que, en términos de las normas que los rigen, estén facultados para representarlos. En todo caso, se 
presumirá que quien comparezca a juicio goza de la representación legal y cuenta con la capacidad para hacerlo, 
salvo prueba en contrario. (…).    
2 De conformidad con las documentales certificadas que para tales efectos exhiben, y en términos de la normatividad 
siguiente:  
Ley de la Comisión de Derechos Humanos del Estado de Puebla 
Artículo 15. El Presidente de la Comisión, tiene las siguientes atribuciones:  
I.- Ejercer la representación legal de la Comisión; (…)  
Reglamento Interno de la Comisión de Derechos Humanos del Estado de Puebla 
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Por otra parte, con apoyo en los artículos 4, párrafo tercero, 11, párrafo segundo, 
de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos3, así como 305 del Código Federal de 
Procedimientos Civiles4, de aplicación supletoria en términos del artículo 1° de la Ley 
Reglamentaria de la materia5, se tiene a los promoventes designando autorizada y 
delegada, señalado domicilio para oír y recibir notificaciones en esta ciudad; sin 
embargo, no ha lugar a acordar de conformidad el domicilio señalado en el Estado de 
Puebla, toda vez que las partes están obligadas a señalarlo en la ciudad sede de este 
Máximo Tribunal. 

Respecto de la dirección de correo electrónico y números de teléfono que 
proporcionan, infórmeseles que la Ley Reglamentaria de la materia no prevé la 
notificación de las partes a través de ese medio y, por tanto, no ha lugar a tenerlos 
precisados para los fines que pretenden.  

Por otro lado, atento a la solicitud del Director de Seguimiento de 
Recomendaciones, Conciliaciones y Asuntos Jurídicos de la Comisión de Derechos 
Humanos del Estado de Puebla, de tener acceso al expediente electrónico y recibir 
notificaciones por esta vía, se precisa que de la consulta y la constancia generada en el 
Sistema Electrónico de la Suprema Corte de Justicia de la Nación cuenta con firma 
electrónica vigente; por tanto, con fundamento en los artículos 11, párrafo primero, de la 
normativa reglamentaria, así como 5, párrafo primero, 12 y 17, párrafo primero, del 
Acuerdo General 8/20206, de veintiuno de mayo de dos mil veinte del Pleno de este Alto 

 

Artículo 42. La Dirección de Seguimiento de Recomendaciones, Conciliaciones y Asuntos Jurídicos estará adscrita a 
la Presidencia y a cargo de un Titular, auxiliado por los servidores públicos que se requieran para el ejercicio de sus 
funciones y que se autoricen conforme a las normas respectivas, y tendrá las siguientes atribuciones: (…) 
B. Atribuciones en materia de Asuntos Jurídicos: (…) 
II. Promover las demandas y representar a la Comisión en toda clase de procedimientos judiciales, contencioso 
administrativos y laborales, así como en los procedimientos especiales de jurisdicción voluntaria; (…). 
3 Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos 
Artículo 4. (…) 
Las partes podrán designar a una o varias personas para oír notificaciones, imponerse de los autos y recibir copias de 
traslado.  
Artículo 11. (…) 
En las controversias constitucionales no se admitirá ninguna forma diversa de representación a la prevista en el 
párrafo anterior; sin embargo, por medio de oficio podrán acreditarse delegados para que hagan promociones, 
concurran a las audiencias y en ellas rindan pruebas, formulen alegatos y promuevan los incidentes y recursos 
previstos en esta ley. (…).     
4 Código Federal de Procedimientos Civiles 
Artículo 305. Todos los litigantes, en el primer escrito o en la primera diligencia judicial en que intervengan, deben 
designar casa ubicada en la población en que tenga su sede el tribunal, para que se les hagan las notificaciones que 
deban ser personales. Igualmente deben señalar la casa en que ha de hacerse la primera notificación a la persona o 
personas contra quienes promuevan, o a las que les interese que se notifique, por la intervención que deban tener en 
el asunto. No es necesario señalar el domicilio de los funcionarios públicos. Estos siempre serán notificados en su 
residencia oficial.    
5 Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos 
Artículo 1. La Suprema Corte de Justicia de la Nación conocerá y resolverá con base en las disposiciones del 
presente Título, las controversias constitucionales en las que se hagan valer violaciones a la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, así como las acciones de inconstitucionalidad a que se refieren las fracciones I y II del 
artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. A falta de disposición expresa, se estará a 
las prevenciones del Código Federal de Procedimientos Civiles. 
6 Acuerdo General Número 8/2020, de veintiuno de mayo de dos mil veinte, del Pleno de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, por el que se regula la integración de los expedientes impreso y electrónico en 
controversias constitucionales y en acciones de inconstitucionalidad, así como el uso del sistema electrónico 
de este alto tribunal para la promoción, trámite, consulta, resolución y notificaciones por vía electrónica en los 
expedientes respectivos 
Artículo 5. Para que las partes en controversias constitucionales y en acciones de inconstitucionalidad ingresen al 
Sistema Electrónico de la SCJN, será indispensable que utilicen su FIREL o bien, los certificados digitales emitidos por 
otros órganos del Estado con los cuales el Poder Judicial de la Federación, a través de la Unidad del Poder Judicial de 
la Federación para el Control de Certificación de Firmas, haya celebrado convenio de coordinación para el 
reconocimiento de certificados digitales homologados en términos de lo previsto en el artículo 5, párrafo segundo, del 
Acuerdo General Conjunto Número 1/2013, de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, del Tribunal Electoral del 
Poder Judicial de la Federación y del Consejo de la Judicatura Federal, relativo a la Firma Electrónica Certificada del 
Poder Judicial de la Federación y al expediente electrónico. (…). 
Artículo 12. Las partes, por conducto de los servidores públicos que en términos de las normas que los rigen estén 
facultados para representarlos de conformidad con el artículo 11 de la Ley Reglamentaria, podrán solicitar para sí o 
para un tercero, ya sea por vía electrónica o impresa, acceso para consultar el Expediente electrónico respectivo, para 
lo cual deberán proporcionar su Clave Única de Registro de Población, así como la del tercero para el cual se solicita 
la autorización correspondiente.  
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Tribunal, se acuerda favorablemente su petición y las siguientes 
determinaciones jurisdiccionales se le notificaran vía electrónica hasta 
en tanto no se revoque dicha solicitud, con el apercibimiento que, en 
caso de incumplimiento del deber de secrecía o del mal uso que 
pueda dar a la información derivada de la consulta al expediente 
electrónico autorizado, se procederá conforme a las Leyes General de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública, y Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública.  

Se hace del conocimiento que el acceso al expediente electrónico del presente 
medio de control constitucional, estará condicionado a que la firma, con la cual se otorga la 
autorización, se encuentre vigente al momento de pretender ingresar al referido 
expediente; asimismo, la consulta a través de dicha vía podrá realizarse a partir del primer 
acuerdo que se dicte posterior al presente auto. Ello, de conformidad en el artículo 14, 
párrafo primero, del citado Acuerdo General 8/20207. 

En cuanto a su solicitud de que se autorice tomar registros fotográficos de las 
constancias que obren en este expediente, hágase de su conocimiento que, 
considerando que lo anterior implica solicitar copias simples de todo lo actuado, a fin de 
garantizar la eficacia de los derechos fundamentales de defensa efectiva y de oposición 
a la publicidad de datos personales, así como de los bienes constitucionales que 
justifican la reserva de información, garantizados en los artículos 6, apartado A, fracción 
I, y 16, párrafo segundo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos8 y 
derivado de una interpretación armónica de aquellos derechos y bienes, se autoriza el 
uso de cualquier medio digital, fotográfico o cualquiera que resulte apto para reproducir 
el contenido de las actuaciones y constancias existentes en la presente controversia 
constitucional, excepto las de carácter confidencial o reservado que no resulten 
necesarias para el ejercicio de una adecuada defensa, con el apercibimiento que, en 
caso de incumplimiento del deber de secrecía o del mal uso que puedan dar a la 
información que reproduzcan por la utilización de los medios electrónicos autorizados, se 
procederá de conformidad con lo establecido en las disposiciones aplicables de las leyes 

 

Con base en la referida petición se verificará si el autorizante cuenta con la capacidad procesal necesaria. De ser así, 
se verificará en el Sistema Electrónico de la SCJN si la o las diversas personas -incluyendo al autorizante cuando 
solicita acceso al Expediente electrónico-, respecto de las cuales se solicita la autorización para ingresar al Expediente 
electrónico cuentan con la FIREL o con los certificados digitales referidos en el artículo 5 de este Acuerdo General, 
ante lo cual se acordará favorablemente la autorización solicitada únicamente respecto de las personas que cuenten 
con alguna de esas firmas; en la inteligencia de que el acceso respectivo estará condicionado a que la firma en 
relación con la cual se otorgue la autorización respectiva, se encuentre vigente al momento de pretender ingresar al 
expediente de que se trate.  
La autorización para consultar el Expediente electrónico conlleva la de oír y recibir notificaciones por vía electrónica, 
siempre y cuando se hubiere solicitado expresamente recibir notificaciones electrónicas en términos del artículo 17 del 
presente Acuerdo General.    
Artículo 17. Las partes podrán en todo momento, por vía impresa o electrónica, manifestar expresamente la solicitud 
para recibir notificaciones electrónicas. El proveído que acuerde favorablemente dicha solicitud se notificará por lista o 
por oficio según corresponda legalmente; en la inteligencia de que las siguientes determinaciones jurisdiccionales se 
notificarán a la parte respectiva por vía electrónica en tanto no revoque la referida solicitud.   
La referida solicitud únicamente podrá realizarse por las partes o por sus representantes legales, en términos de lo 
previsto en el artículo 11, párrafo primero, de la Ley Reglamentaria.  
7 Artículo 14. Cualquier autorización para consultar un Expediente electrónico surtirá efectos una vez que se acuerde 
favorablemente y el proveído respectivo se notifique por lista y se integre a dicho expediente. (…).  
8 Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
Artículo 6. (…) 
A. Para el ejercicio del derecho de acceso a la información, la Federación y las entidades federativas, en el ámbito de 
sus respectivas competencias, se regirán por los siguientes principios y bases:   
I. Toda la información en posesión de cualquier autoridad, entidad, órgano y organismo de los Poderes Ejecutivo, 
Legislativo y Judicial, órganos autónomos, partidos políticos, fideicomisos y fondos públicos, así como de cualquier 
persona física, moral o sindicato que reciba y ejerza recursos públicos o realice actos de autoridad en el ámbito 
federal, estatal y municipal, es pública y sólo podrá ser reservada temporalmente por razones de interés público y 
seguridad nacional, en los términos que fijen las leyes. En la interpretación de este derecho deberá prevalecer el 
principio de máxima publicidad. Los sujetos obligados deberán documentar todo acto que derive del ejercicio de sus 
facultades, competencias o funciones, la ley determinará los supuestos específicos bajo los cuales procederá la 
declaración de inexistencia de la información. (…).      
Artículo 16. (…) 
Toda persona tiene derecho a la protección de sus datos personales, al acceso, rectificación y cancelación de los 
mismos, así como a manifestar su oposición, en los términos que fije la ley, la cual establecerá los supuestos de 
excepción a los principios que rijan el tratamiento de datos, por razones de seguridad nacional, disposiciones de orden 
público, seguridad y salud públicas o para proteger los derechos de terceros. (…).     
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General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, y Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública, por lo que dicho deber se incorporará 
a la esfera jurídica tanto de la autoridad solicitante, como de la o las personas que en su 
nombre tengan acceso a la información contenida en este expediente y sus constancias 
afectas, a través de los medios electrónicos cuyo uso se autoriza, aun cuando hubieran 
sido aportadas al medio de control de constitucionalidad sin indicar su naturaleza 
confidencial o reservada. 

Lo anterior, en el entendido de que para asistir a la oficina que ocupa la Sección de 
Trámite de Controversias Constitucionales y de Acciones de Inconstitucionalidad de la 
Subsecretaría General de Acuerdos de este Alto Tribunal9, deberán tener en cuenta lo 
previsto en los artículos noveno y vigésimo del Acuerdo General de Administración 
II/202010. 

Por otra parte, de la revisión integral de la demanda y sus anexos, se arriba a la 
conclusión de que procede desechar la controversia constitucional promovida por la 
Comisión de Derechos Humanos del Estado de Puebla, atento a las consideraciones que 
se desarrollan a continuación.  

En términos de lo establecido en el artículo 25 de la Ley Reglamentaria de la 
materia11, el Ministro instructor está facultado para desechar de plano un medio de 
control de constitucionalidad, como el que ahora se analiza, si advierte que en él se 
actualiza un motivo manifiesto e indudable de improcedencia, lo que se corrobora con la 
siguiente jurisprudencia:  

“CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL. ALCANCE DE LA EXPRESIÓN ‘MOTIVO 
MANIFIESTO E INDUDABLE DE IMPROCEDENCIA’ PARA EL EFECTO DEL 
DESECHAMIENTO DE LA DEMANDA. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 
25 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, el Ministro instructor podrá desechar de 
plano la demanda de controversia constitucional si encontrare motivo manifiesto e 
indudable de improcedencia. En este contexto, por ‘manifiesto’ debe entenderse lo que 
se advierte en forma patente y absolutamente clara de la lectura de la demanda, de 
los escritos aclaratorios o de ampliación, en su caso, y de los documentos que se 
anexen a tales promociones; mientras que lo ‘indudable’ resulta de que se tenga la 
certeza y plena convicción de que la causa de improcedencia de que se trate 
efectivamente se actualiza en el caso concreto, de tal modo que aun cuando se 
admitiera la demanda y se sustanciara el procedimiento, no sería factible obtener una 
convicción diversa”.12 

Así, el Tribunal Pleno de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sostenido 
que por manifiesto debe entenderse todo aquello que se advierte en forma patente y 

 
9 Ubicada en Avenida Pino Suárez, número 2, Centro, Alcaldía Cuauhtémoc, C.P. 06065. Puerta 2031, primer piso. 
10 Acuerdo General de Administración II/2020 del Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de 
veintinueve de julio de dos mil veinte, por el que se establecen los Lineamientos de Seguridad Sanitaria en 
este Alto Tribunal durante la emergencia generada por el virus SARS-COV2 (COVID 19) 
ARTÍCULO NOVENO. El acceso a los edificios de la Suprema Corte será restringido y únicamente se permitirá la 
entrada a quienes se encuentren señalados en las listas que para tal efecto las áreas jurisdiccionales o administrativas 
hayan comunicado a las áreas competentes de seguridad y recursos humanos de la Suprema Corte, o bien, tengan 
cita programada para actividades jurisdiccionales conforme al procedimiento a que se refiere el artículo Vigésimo del 
presente Acuerdo General de Administración, así como quienes acudan al Buzón Judicial Automatizado del edificio 
sede de la Suprema Corte o a las oficialías de partes comunes ubicadas en otros edificios.     
ARTÍCULO VIGÉSIMO. Con el objetivo de evitar aglomeraciones de personas y proteger la salud de aquellas que 
acuden a los edificios de la Suprema Corte, quienes requieran consultar expedientes o participar en diligencias 
jurisdiccionales, deberán solicitar una cita a través de la herramienta electrónica que para tal efecto se habilitará en el 
portal de Internet del Alto Tribunal. Asimismo, en el edificio Sede de la Suprema Corte se pondrá a disposición del 
público el equipo electrónico necesario para que los interesados puedan solicitar dicha cita.   
Las personas que pretendan reunirse o entrevistarse con algún servidor público de la Suprema Corte solicitarán se 
gestione y agende una cita a través de correo electrónico a la dirección que para tal efecto se habilite en el directorio 
electrónico del Alto Tribunal.        
11 Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos. 
Artículo 25. El ministro instructor examinará ante todo el escrito de demanda, y si encontrare motivo manifiesto e 
indudable de improcedencia, la desechará de plano.   
12 Jurisprudencia P./J. 128/2001, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, tomo XIV, 
octubre de dos mil uno, página 803, registro 188643. 
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absolutamente clara de la simple lectura de la demanda, los escritos 
aclaratorios o de ampliación y, en su caso, de los documentos que se 
anexen a dichas promociones; en tanto que lo indudable se configura 
cuando se tiene la certeza y plena convicción de que la causa de 
improcedencia efectivamente se actualiza en el caso, de manera tal 
que la admisión de la demanda y la substanciación del procedimiento 
no darían lugar a la obtención de una convicción diversa.  

En relación con lo anterior, de la lectura de la demanda y sus 
anexos se advierte que se actualiza la causa de improcedencia prevista en el artículo 19, 
fracción IX, de la Ley Reglamentaria de la materia13, en relación con el artículo 105, 
fracción I, de la Constitución Federal, debido a que la promovente carece de 
legitimación para promover controversia constitucional contra actos de 
autoridades del orden de gobierno federal.  

Al respecto, resulta pertinente precisar, por principio de cuentas, que la 
improcedencia de una controversia constitucional puede derivar de alguna disposición 
de la Ley Reglamentaria de la materia, lo cual permite considerar no sólo los supuestos 
que de manera específica prevé su artículo 19, sino también los que puedan derivar del 
conjunto de normas que la integran y de las bases constitucionales que la rigen, siendo 
aplicable la tesis siguiente:  

 
“CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL. LA CAUSA DE IMPROCEDENCIA 
PREVISTA EN EL ARTÍCULO 19, FRACCIÓN VIII, DE LA LEY 
REGLAMENTARIA DE LA MATERIA, ÚNICAMENTE DEBE RESULTAR DE 
ALGUNA DISPOSICIÓN DE LA PROPIA LEY Y, EN TODO CASO, DE LA 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS.” 
Conforme a la fracción VIII del artículo 19 de la Ley Reglamentaria de las 
Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución, la improcedencia de la 
controversia constitucional únicamente debe resultar de alguna disposición de la 
propia ley y, en todo caso, de la Norma Fundamental, por ser éstas las que 
delinean su objeto y fines; de ahí que la improcedencia no puede derivar de lo 
previsto en otras leyes, pues ello haría nugatoria la naturaleza de ese sistema de 
control constitucional.” 14  
 
Es criterio reiterado de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación que la 

controversia constitucional entraña un conflicto sobre la constitucionalidad de actos y/o 
disposiciones generales de los sujetos que el artículo 105 de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos reconoce como partes en este tipo de juicios, ya que 
desde su concepción por el Poder Constituyente, esta garantía jurisdiccional fue 
diseñada para que este Alto Tribunal definiera el ámbito de atribuciones que la 
Constitución Política confiere a los órganos originarios del Estado, tal como fue señalado 
por el Tribunal Pleno en la tesis siguiente: 

 
“CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL. LA TUTELA JURÍDICA DE ESTA 
ACCIÓN ES LA PROTECCIÓN DEL ÁMBITO DE ATRIBUCIONES QUE LA LEY 
SUPREMA PREVÉ PARA LOS ÓRGANOS ORIGINARIOS DEL ESTADO. Del 
análisis de la evolución legislativa que en nuestros textos constitucionales ha tenido 
el medio de control constitucional denominado controversia constitucional, se 
pueden apreciar las siguientes etapas: 1. En la primera, se concibió sólo para 
resolver las que se presentaren entre una entidad federada y otra; 2. En la segunda 
etapa, se contemplaron, además de las antes mencionadas, aquellas que pudiesen 
suscitarse entre los poderes de un mismo Estado y las que se suscitaran entre la 
Federación y uno o más Estados; 3. En la tercera, se sumaron a las anteriores, los 
supuestos relativos a aquellas que se pudieren suscitar entre dos o más Estados y 

 
13 Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos 
Artículo 19. Las controversias constitucionales son improcedentes: (...)    
IX. En los demás casos en que la improcedencia resulte de alguna disposición de esta Ley. (…).  
14 Tesis P./J. 32/2008. Jurisprudencia. Pleno. Novena Época, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, tomo 
XXVII, junio de dos mil ocho, registro 169528, página 955. 
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el Distrito Federal y las que se suscitasen entre órganos de Gobierno del Distrito 
Federal. En la actualidad, el artículo 105, fracción I, de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, amplía los supuestos para incluir a los Municipios, 
al Poder Ejecutivo, al Congreso de la Unión, a cualquiera de sus Cámaras, y en su 
caso, a la Comisión Permanente. Pues bien, de lo anterior se colige que la tutela 
jurídica de este instrumento procesal de carácter constitucional, es la protección del 
ámbito de atribuciones que la misma Ley Suprema prevé para los órganos 
originarios del Estado, es decir, aquellos que derivan del sistema federal y del 
principio de división de poderes a que se refieren los artículos 40, 41 y 49, en 
relación con el 115, 116 y 122, de la propia Constitución y no así a los órganos 
derivados o legales, pues estos últimos no son creados ni tienen demarcada su 
competencia en la Ley Fundamental; sin embargo, no por ello puede estimarse que 
no están sujetos al medio de control, ya que, si bien el espectro de la tutela jurídica 
se da, en lo particular, para preservar la esfera competencial de aquéllos y no de 
éstos, en lo general se da para preservar el orden establecido en la Constitución 
Federal, a que también se encuentran sujetos los entes públicos creados por leyes 
secundarias u ordinarias.”15  

Ahora bien, aplicadas las premisas anteriores al caso que nos ocupa, tenemos que 
la presente controversia constitucional es improcedente y debe desecharse porque no 
encuadra en alguno de los supuestos de procedencia previstos en el artículo 105, 
fracción I, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el cual dispone 
literalmente que: 

  
“Art. 105.- La Suprema Corte de Justicia de la Nación conocerá, en los términos 
que señale la ley reglamentaria, de los asuntos siguientes: 
 
I.- De las controversias constitucionales que, sobre la constitucionalidad de las 
normas generales, actos u omisiones, con excepción de las que se refieran a la 
materia electoral, se susciten entre: 
 
a). La Federación y una entidad federativa; 
 
b). La Federación y un municipio; 
 
c). El Poder Ejecutivo y el Congreso de la Unión; aquél y cualquiera de las Cámaras 
de éste o, en su caso, la Comisión Permanente; 
 
d). Una entidad federativa y otra; 
 
e). (DEROGADO, D.O.F. 29 DE ENERO DE 2016) 
 
f). (DEROGADO, D.O.F. 29 DE ENERO DE 2016) 
 
g). Dos municipios de diversos Estados; 
 
h). Dos Poderes de una misma entidad federativa; 
 
i). Un Estado y uno de sus Municipios; 
 
j). Una Entidad Federativa y un Municipio de otra o una demarcación territorial de la 
Ciudad de México; 
 
k). Dos órganos constitucionales autónomos de una entidad federativa, y 
entre uno de éstos y el Poder Ejecutivo o el Poder Legislativo de esa entidad 
federativa, y 
 
l). Dos órganos constitucionales autónomos federales, y entre uno de éstos y el 
Poder Ejecutivo de la Unión o el Congreso de la Unión. 
(…). 
 
[Lo subrayado es propio.] 

 
15 P. LXXII/98, Aislada, Pleno, Novena Época, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, tomo VIII, diciembre 
de 1998, registro 195025, página 789. 
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En efecto, como puede observarse, el texto constitucional 

establece de manera limitativa y expresa quiénes son los sujetos 
legitimados que podrán ser parte en una controversia constitucional, 
en específico, el inciso k) prevé el supuesto de dos órganos 
constitucionales autónomos locales, y entre uno de ellos y el Poder 
Ejecutivo o Legislativo de la entidad.  

 
En el caso que nos ocupa, quien acude vía demanda de 

controversia constitucional es la Comisión de Derechos Humanos del Estado de 
Puebla -a través de su Presidente y Director de Seguimiento de Recomendaciones, 
Conciliaciones y Asuntos Jurídicos- para impugnar actos de la Comisión Nacional de 
los Derechos Humanos, consistentes en las actuaciones del expediente de queja 
CNDH/5/2021/5017/Q y la recomendación 161/2022, de fecha veintinueve de agosto de 
dos mil veintidós, relacionados con la protesta social de estudiantes normalistas durante 
la manifestación de uno de junio de dos mil veintiuno en Casa Aguayo, sede del 
Gobierno del Estado de Puebla. 

 
Sin embargo, no existe supuesto alguno en el artículo 105, fracción I, constitucional 

que contemple la hipótesis para la promoción de una controversia constitucional por 
parte de un órgano constitucional autónomo de una entidad federativa en contra de uno 
federal, sino que según lo establecido en la fracción I del referido artículo, en caso de 
tratarse de una Comisión de Derechos Humanos local, la demanda sólo podrá ser 
promovida contra actos de: a) otro órgano constitucional autónomo local; y, b) Poder 
Ejecutivo o Poder Legislativo de la entidad federativa, de modo que la presente 
controversia constitucional no resulta procedente.  

  
En ese sentido, se corrobora que, al ser intentada la controversia constitucional 

contra actos de un órgano constitucional autónomo federal, como lo es, la Comisión 
Nacional de Derechos Humanos, la parte actora no está legitimada para promover el 
pretendido medio de control constitucional en los términos en que fue planteado. 

 
En consecuencia, al no existir el supuesto de procedencia en el artículo 105, 

fracción I, de la Constitución Federal, para que la comisión promovente pueda impugnar 
actos de la Comisión Nacional de Derechos Humanos, carece de legitimación en el 
juicio y, por lo tanto, se impone desecharla de plano al actualizarse de forma manifiesta 
e indudable un motivo de improcedencia.  

 
Además, de acuerdo con la doctrina consolidada por este Tribunal, las 

controversias constitucionales son un medio de control de regularidad de actos y 
normas, tendientes a proteger la división de poderes y el federalismo. Esto quiere decir, 
por un lado, que no cualquier disputa puede ser resuelta en dicho medio de control, sino 
únicamente aquellas problemáticas a las que genuinamente subyace una pregunta sobre 
la defensa de tales principios. Por otro lado, la jurisprudencia de este Alto Tribunal ha 
determinado que la legitimación de órganos y órdenes de gobierno previstos en la 
fracción I, del artículo 105 constitucional debe acreditarse, caso por caso, con base en 
un principio de afectación, mismo que se entiende en un sentido amplio, pero siempre en 
el contexto del ámbito de atribuciones de los órganos primarios del Estado (controversia 
constitucional 117/2014 y recurso de reclamación 88/2020).  Derivado de tales 
consideraciones –y en estricta relación con el tema que ahora nos ocupa resolver–, el 
Tribunal Pleno ha advertido dos causas de improcedencia que se detonan y que 
imposibilitan la promoción de una controversia constitucional: 1) cuando se cuestionen 
cláusulas sustantivas pero diversas a las competenciales del promovente, y 2) cuando se 
aleguen violaciones de estricta legalidad. Asimismo, se precisó que dichos supuestos de 
improcedencia deben considerarse como hipótesis de aplicación estricta. Sirve de 
sustento a estas afirmaciones la jurisprudencia 42/2015 del Tribunal Pleno, de rubro y 
texto: 

CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL. LAS VIOLACIONES SUSCEPTIBLES DE 
ANALIZARSE EN EL FONDO SON LAS RELACIONADAS CON EL PRINCIPIO 
DE DIVISIÓN DE PODERES O CON LA CLÁUSULA FEDERAL, SOBRE LA 
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BASE DE UN CONCEPTO DE AFECTACIÓN AMPLIO. La controversia 
constitucional es un medio de regularidad disponible para los Poderes, órdenes 
jurídicos y órganos constitucionales autónomos, para combatir normas y actos por 
estimarlos inconstitucionales; sin embargo, atento a su teleología, esta Suprema 
Corte de Justicia de la Nación ha interpretado que no toda violación constitucional 
puede analizarse en esta vía, sino sólo las relacionadas con los principios de 
división de poderes o con la cláusula federal, delimitando el universo de posibles 
conflictos a los que versen sobre la invasión, vulneración o simplemente afectación 
a las esferas competenciales trazadas desde el texto constitucional. Ahora bien, en 
la aplicación del criterio referido debe considerarse que, en diversos precedentes, 
este Alto Tribunal ha adoptado un entendimiento amplio del principio de afectación, 
y ha establecido que para acreditar esta última es necesario que con la emisión del 
acto o norma general impugnados exista cuando menos un principio de agravio en 
perjuicio del actor, el cual puede derivar no sólo de la invasión competencial, sino 
de la afectación a cualquier ámbito que incida en su esfera regulada directamente 
desde la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, como las 
garantías institucionales previstas en su favor, o bien, de otro tipo de prerrogativas 
como las relativas a cuestiones presupuestales; no obstante, a pesar de la amplia 
concepción del principio de afectación, debe precisarse que dicha amplitud siempre 
se ha entendido en el contexto de afectaciones a los ámbitos competenciales de los 
órganos primarios del Estado, lo que ha dado lugar a identificar como hipótesis de 
improcedencia de la controversia constitucional las relativas a cuando las partes 
aleguen exclusivamente violaciones: 1. A cláusulas sustantivas, diversas a las 
competenciales; y/o, 2. De estricta legalidad. En cualquiera de estos casos no es 
dable analizar la regularidad de las normas o actos impugnados, pero ambos 
supuestos de improcedencia deben considerarse hipótesis de estricta aplicación, 
pues en caso de que se encuentren entremezclados alegatos de violaciones 
asociados a las órbitas competenciales de las partes en contienda, por mínimo que 
sea el principio de afectación, el juicio debe ser procedente y ha de estudiarse en 
su integridad la cuestión efectivamente planteada, aunque ello implique 
conexamente el estudio de violaciones sustantivas a la Constitución o de estricta 
legalidad.16 
 
[Lo subrayado es propio.] 
 
Y en el caso de la presente controversia se obtiene que la promovente plantea una 

cuestión de estricta legalidad, toda vez que sus argumentos se orientan a demostrar que 
no se actualizan los supuestos de la facultad de atracción que puede ejercer la Comisión 
Nacional de Derechos Humanos, de acuerdo con lo previsto en el reglamento interior de 
esa Comisión Nacional, sin precisar si la actuación de tal Comisión y/o la aplicación 
alguna norma de tal reglamento impidieron a la promovente ejercer sus atribuciones. 

Finalmente, agréguese al expediente para que surta efectos legales la impresión 
de la evidencia criptográfica de este proveído, en términos del considerando segundo y 
artículo noveno del Acuerdo General número 8/202017.  

Por lo expuesto y fundado,  

 
16 P./J. 42/2015 (10a.), Pleno, Décima Época, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, tomo I, diciembre de 
2015, registro 2010668, página 33. 
17 Acuerdo General Número 8/2020, de veintiuno de mayo de dos mil veinte, del Pleno de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, por el que se regula la integración de los expedientes impreso y electrónico en 
controversias constitucionales y en acciones de inconstitucionalidad, así como el uso del sistema electrónico 
de este alto tribunal para la promoción, trámite, consulta, resolución y notificaciones por vía electrónica en los 
expedientes respectivos 
SEGUNDO. La emergencia sanitaria generada por la epidemia del virus SARS-CoV2 (COVID-19), decretada por 
acuerdo publicado en el Diario Oficial de la Federación del treinta de marzo de dos mil veinte, ha puesto en evidencia 
la necesidad de adoptar medidas que permitan, por un lado, dar continuidad al servicio esencial de impartición de 
justicia y control constitucional a cargo de la Suprema Corte de la (sic) Justicia de la Nación y, por otro, acatar las 
medidas de prevención y sana distancia, tanto para hacer frente a la presente contingencia, como a otras que en el 
futuro pudieran suscitarse, a través del uso de las tecnologías de la información y de herramientas jurídicas ya 
existentes, como es la Firma Electrónica Certificada del Poder Judicial de la Federación (FIREL), y   
Artículo 9. Los acuerdos y las diversas resoluciones se podrán generar electrónicamente con FIREL del Ministro 
Presidente o del Ministro instructor, según corresponda, así como del secretario respectivo; sin menoscabo de que 
puedan firmarse de manera autógrafa y, una vez digitalizados, se integren al expediente respectivo con el uso de la 
FIREL .  
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SE ACUERDA: 

PRIMERO. Se desecha de plano, por manifiesta e indudable 
improcedencia, la demanda presentada en vía de controversia 
constitucional por la Comisión de Derechos Humanos del Estado de 
Puebla.  

SEGUNDO. Una vez que cause estado este auto, archívese el 
expediente como asunto concluido. 

Notifíquese. Por lista y por oficio a la Comisión de Derechos Humanos del Estado 
de Puebla. 

Lo proveyó y firma el Ministro instructor Javier Laynez Potisek, quien actúa con 
Carmina Cortés Rodríguez, Secretaria de la Sección de Trámite de Controversias 
Constitucionales y de Acciones de Inconstitucionalidad de la Subsecretaría General de 
Acuerdos de este Alto Tribunal, que da fe. 

 
Esta hoja forma parte del acuerdo de veintisiete de octubre de dos mil veintidós, dictado por el Ministro Javier Laynez 
Potisek, instructor en la controversia constitucional 200/2022, promovida por la Comisión de Derechos Humanos 
del Estado de Puebla. Conste. 
LISA/EDBG 
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